
 

 

Señor 

JUEZ PRIMERO (1º)  PROMISCUO MUNICIPAL CIUDAD BOLIVAR 

E. S. D. 
 
 
REFERENCIA : Proceso Ejecutivo  

ASUNTO : RECURSO DE REPOSICIÓN  
DEMANDANTE : BANCO AGRARIO S.A 
DEMANDADO : RUBEN DARIO HERRERA TORO 
RADICADO   : 2019-00078 
 
 
PAULA ANDREA BEDOYA CARDONA, actuando en calidad de apoderada de la entidad 

demandante en el proceso de la referencia, mediante el presente escrito me dirijo a la señora 

Juez con el fin de interponer, recurso de reposición frente al auto emitido por su despacho 
judicial el pasado 7 de septiembre de 2021 y notificado por estados el día 8 de septiembre 
de esta misma anualidad, mediante el cual se declaró terminado el presente proceso 
por desistimiento tácito, dando aplicación a lo dispuesto en el Artículo 317 del CGP. 
 
El fundamento del recurso interpuesto obedece este despacho por medio del auto del 6 de julio 

de 2021, requirió a la parte que represento para que integrará el contradictorio por pasiva con 
el demandado RUBEN DARIO HERRERA TORO, y para dar cumplimiento a lo allí requerido 
el pasado 7 de septiembre de 2021, la suscrita allegó escrito al correo de esta judicatura, 
con el que se anexaba la constancia del envío de la citación (Art. 291 del CGP) remitida 
al demandado, para proceder de esta forma con su notificación por esta vía. 
 

Obsérvese señor Juez, que de acuerdo a lo establecido en el artículo 317 del CGP, la 
terminación del proceso por desistimiento tácito, NO OPERA POR EL SOLO PASO DEL 
TIEMPO, pues requiere que sea DECLARADA por el Juez mediante providencia debidamente 
motivada y NOTIFICADA en debida forma a las partes; notificación que para el presente 

asunto debe hacerse tal y como lo establece el artículo 295 del CGP, es decir POR 
ESTADOS; siendo importante resaltar que el auto impugnado SOLO FUE NOTIFICADO 
POR ESTADOS el día 8 de septiembre de 2021, es decir, al día siguiente de haber 

allegado la suscrita a su despacho judicial, el escrito mencionado en el párrafo anterior, en el 
que se demostraba la remisión realizada de la citación que trata el artículo 291 del 
CGP, configurándose entonces la interrupción del término, de conformidad con lo 
dispuesto en el numeral 2º, literal c) del Artículo 317 del CGP, que a la letra dice: 
 

Artículo 317. Desistimiento tácito. (…) 

El desistimiento tácito se regirá por las siguientes reglas: 

a) Para el cómputo de los plazos previstos en este artículo no se contará el tiempo que el proceso hubiese 
estado suspendido por acuerdo de las partes; 

b) Si el proceso cuenta con sentencia ejecutoriada a favor del demandante o auto que ordena seguir adelante 
la ejecución, el plazo previsto en este numeral será de dos (2) años; 

c) Cualquier actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos 

previstos en este artículo. 

A la luz de lo dispuesto, en la norma previamente transcrita, ANTES que la providencia 
impugnada fuera NOTIFICADA EN DEBIDA FORMA POR ESTADOS, a la suscrita, se 

realizaron actuaciones, de las cuales se desprende sin lugar a equívocos, que el término de 
la inactividad procesal señalada por este juzgado, se ha interrumpido y DEBIÓ 
ENTENDERSE INTERRUMPIDO DESDE EL 7 DE SEPTIEMBRE DE 2021, fecha en la cual la 
suscrita remitió citación al demandado y allegó a esta agencia judicial, LA CONSTANCIA 
DE HABER SIDO REMITIDA LA CITACIÓN DE QUE TRATA EL ART 291. 

Aunado a lo anterior obsérvese, que la actuación con la cual quedó interrumpido el 
término de inactivad que trata el Art. 317 del CGP, NO ES CUALQUIER ACTUACIÓN,  PUE 



 

 

como lo resalta la Sentencia 11191 de 2020, se trata nada más y nada menos que LA 

CITACIÓN para que el demandado comparezca al procesos a recibir notificación 
personal, razón esta, aunada a la antes esbozada, para que este despacho revoque la decisión. 

Es de anotar señor juez que el argumento antes anotado, se encuentra sustentado en reiterada 
jurisprudencia dentro de la que me permito citar la Sentencia radicada bajo el No. 
11001310302419972647001, Exp. 4178, proferida por el Magistrado JAIME ALFONSO 
ISAZA, del HONORABLE TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA, que al respecto del tema que 
nos ocupa, señala expresamente como una carga impuesta al juez, que la terminación por 
desistimiento tácito debe ser declarada y que la misma “NO OPERA IPSO IURE”, por 
considerarlo pertinente me permito transcribir apartes de la providencia antes mencionada, a 

saber: 
 

4. Las condiciones para la procedencia de la segunda forma de desistimiento tácito, dejan de cumplirse 

en el asunto bajo análisis, porque revisado el punto por este funcionario, si bien el proceso estuvo 

durante un tiempo mayor de dos (2) años inactivo en la secretaría del juzgado, porque no se solicitó ni 

se realizó ninguna actuación, es decir, porque ni las partes ni el juzgado realizaron alguna acción 

tendiente a la continuidad del trámite, también es cierto que antes de decretarse la referida forma de 

terminación, la parte demandante adelantó una gestión que así interrumpió la posibilidad temporal 

para que el juez lo hiciera. 

 

5. Precísase que la solicitud de copias auténticas del proceso que presentó el ejecutante, interrumpió los 

términos de que trata el artículo 317 del CGP, pues aunque la misma se radicó después de dos (2) años, 

es verdad, la consecuencia estaba aún pendiente de ser aplicada por el juez, porque mientras este último 

no dispusiera la terminación, todo seguía latente por varias razones: 

 

5.1. La primera es que el desistimiento tácito no opera por el solo ministerio de la ley (ipso iure non 

solum operandi), puesto que la norma no contempla esa solución en modo alguno; antes bien preceptúa 

que a petición de parte o de oficio "se decretará la terminación por desistimiento tácito...", vale decir, 

que el desistimiento tácito, opera por el decreto del juez y no por el simple transcurso del tiempo. De 

esa manera, mientras no haya decisión en ese sentido, no hay desistimiento y, por consiguiente, carece 

de fundamento de una situación jurídica consolidada sobre el punto. 

 

5.2. Cumplido el término de uno o dos años, según el caso, surge el deber del juez de decretar el 

desistimiento, es cierto; pero si no aplica esa consecuencia, no puede impedirse a la parte interesada 

que actúe, porque en buenas cuentas, cumplido el término propicio para el desistimiento, es irrefutable 

que el proceso sigue vigente, o mejor, desde el punto de vista jurídico está pendiente, no terminado, y en 

ese estado, ninguna norma impide que pueda ser impulsado por las partes. 

 

5.3. Otra razón es que de cumplirse el término mínimo de inactividad, surge para el juez el deber de 

disponer el desistimiento tácito, que si no lo hace hay quietud de su parte, y en situación semejante se 

produce una especie de inactividad doble, de la justicia y de las partes, luego si una de estas actúa 

primero para reactivar el proceso o trámite, debe validarse su actuación, pues cual se apuntó al 

comienzo, en el impulso procesal hay una responsabilidad compartida entre el juez y las partes. 

.(Negrilla, mayúscula y subraya intencional y por fuera del texto). 

 
Aunado a lo anterior el mismo TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTA en sentencia como la 

emitida el pasado veintiuno (21) de enero de dos mil catorce (2014), en sede de apelación con 
ponencia del Magistrado MARCO ANTONIO ÁLVAREZ GÓMEZ, Exp.: 015201100582 01, que 
al respecto el tema en cuestión indicó: 

(…) 

“Pero no lo es menos que por mandato del literal c) del inciso 2º del referido artículo 317, “cualquier 

actuación, de oficio o a petición de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos previstos 

en este artículo”, por lo que el juzgador no sólo debe reparar en los referidos plazos objetivos (1 o 2 

años, según el caso), sino también en las demás actuaciones “de cualquier naturaleza” llevadas a cabo 

por las partes durante el trámite del juicio, puesto que el desistimiento tácito constituye una forma 

anormal de terminación de los procesos que sólo sanciona la absoluta inactividad de las partes. 

 

Con otras palabras, el desistimiento tácito sólo tiene lugar, en la hipótesis del numeral 2º del inciso 1º 

del artículo 317 del CGP, cuando el proceso ha sido completamente abandonado, o lo que es igual, 

cuando la inactividad total de las partes revela en forma inequívoca su desinterés en el pleito. Por eso 

esa parte de la disposición tiene como presupuesto que el proceso o actuación, por un lado, “permanezca 

inactivo en la secretaría del despacho”, y por el otro, que esa situación obedezca a que “no se solicita o 

realiza ninguna actuación …”. 



 

 

Es de resaltar señor Juez que esta postura también HA SIDO ACOGIDA por los jueces 

del circuito de la ciudad de Medellín, quienes en providencias como las que anexo al presente 
escrito, han establecido precisamente que si la parte que ha sido requerida, ha iniciado 
gestiones tendientes a dar cumplimiento al requerimiento efectuado por el despacho SE 
ENTENDERÁ INTERRUMPIDO EL TÉRMINO DEL REQUERIMIENTO, por expreso 
mandato de lo dispuesto en el Art. 317 numeral 2º literal c), concluyendo de forma 
inequívoca que SE DEBE REALIZAR UN NUEVO REQUERIMIENTO si lo que se pretende 
es declarar terminado el proceso por desistimiento tácito, después de ocurrida esta 
circunstancia de interrupción. 

Aunada a las providencias anteriormente mencionada se encuentra la proferida por el JUEZ 

DIECISEIS CIVIL DEL CIRCUITO DE MEDELLIN, radicada bajo el No. 2014-00097, 
mediante la cual dicho despacho, protegió de igual manera el derecho al debido proceso 
de la accionante, en el entendido en que el Juzgado civil municipal accionado, había 

vulnerado sus derechos fundamentales al declarar la terminación de un  proceso 
ejecutivo por desistimiento tácito cuando el termino ya se había interrumpido a través 
de una actuación desplegada por la entidad demandante. 

 

En el presente asunto señor Juez, es claro que el término concedido para dar aplicación 
al desistimiento tácito, fue interrumpido con la presentación del memorial que obra 
en el expediente remitido el 7 de septiembre de 2021, pues así haya sido solo por un 
solo día, la aludida providencia, SOLO SE NOTIFICÓ A LAS PARTES MEDIANTE ESTADOS 
EL 8 DE SEPTIEMBRE de la presente anualidad, fecha para la cual ya se hallaba en el 
expediente la referida constancia de remisión de la citación para notificación 

personal, hecho que haría inviable la expedición de un auto decretando la terminación del 
proceso por desistimiento tácito, ya que en palabras del honorable magistrado JAIME 
ALFONSO ISAZA, en Sentencia radicada bajo el No. 11001310302419972647001, 
Exp. 4178, “antes de decretarse la referida forma de terminación, la parte demandante adelantó una gestión que 

así interrumpió la posibilidad temporal para que el juez lo hiciera”. 

Con fundamento en los argumentos antes expuestos, le solicito muy comedidamente con 

fundamento en lo expuesto en los párrafos precedentes, SE SIRVA REVOCAR EL AUTO 
IMPUGNADO. 

 
 
Anexos: 

 Copia de la jurisprudencia en cita. 
 
 

 
Atentamente, 

 
PAULA ANDREA BEDOYA CARDONA 
C.C. No. 43.639.171 de Medellín (Ant) 
T.P. No. 114.733 del C. S de la Judicatura 
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Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
Sala Civil 

 

 

 
TRIBUNAL SUPERIOR DE BOGOTÁ 

SALA CIVIL 

 
Bogotá D.C., veintiuno (21) de enero de dos mil catorce (2014) 

 
 

Ref: Proceso ejecutivo Financiera Comultrasan contra 
Alfredo Espinel Bernal 

 

En orden a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante contra el auto de 17 de octubre de 2013, proferido por 

el Juzgado 15 Civil del Circuito de la ciudad dentro del proceso de 

la referencia, en virtud del cual decretó su terminación por 

desistimiento tácito, basten las siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 
 

1. Es cierto que según el numeral 2º del artículo 317 del Código 

General del Proceso el desistimiento tácito deberá ser decretado, 

sin necesidad de requerimiento previo, “cuando un proceso o 

actuación de cualquier naturaleza, en cualquiera de sus etapas, 

permanezca inactivo en la secretaría del despacho, porque no se 

solicita o realiza ninguna actuación durante el plazo de un (1) año en 

primera o única instancia, contados desde el día siguiente a la última 

notificación o desde la última diligencia o actuación (…)”. 



República de Colombia 
 

Tribunal Superior de Bogotá D.C. 
Sala Civil 

 

También es cierto que según el numeral 7º del artículo 625 del 

Código General del Proceso, con la corrección que le hizo el artículo 

14 del Decreto 1736 de 2012, los plazos previstos en los dos 

numerales del artículo 317 de esa codificación se contarán a partir 

de la entrada en vigencia de esta norma, que lo fue el 1º de octubre 

de esa anualidad (CGP, art. 627-2) 

 
Pero no lo es menos que por mandato del literal c) del inciso 2º 

del referido artículo 317, “cualquier actuación, de oficio o a petición 

de parte, de cualquier naturaleza, interrumpirá los términos 

previstos en este artículo”, por lo que el juzgador no sólo debe 

reparar en los referidos plazos objetivos (1 o 2 años, según el 

caso), sino también en las demás actuaciones “de cualquier 

naturaleza” llevadas a cabo por las partes durante el trámite del 

juicio, puesto que el desistimiento tácito constituye una forma 

anormal de terminación de los procesos que sólo sanciona la 

absoluta inactividad de las partes. 

 
Con otras palabras, el desistimiento tácito sólo tiene lugar, en la 

hipótesis del numeral 2º del inciso 1º del artículo 317 del CGP, 

cuando el proceso ha sido completamente abandonado, o lo que es 

igual, cuando la inactividad total de las partes revela en forma 

inequívoca su desinterés en el pleito. Por eso esa parte de la 

disposición tiene como presupuesto que el proceso o actuación, por 

un lado, “permanezca inactivo en la secretaría del despacho”, y por 

el otro, que esa situación obedezca a que “no se solicita o realiza 

ninguna actuación …”. 
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2. En el presente caso no se puede negar que el expediente 

estuvo en la secretaría del despacho por espacio superior a 1 año, 

contado a partir del 5 de junio de 2012 (día siguiente a la 

notificación por estado del auto de 25 de mayo de 2012), aunque 

para los efectos del desistimiento tácito, el año en cuestión sólo 

computó desde el 1º de octubre de esa anualidad, día en que 

comenzó a regir el artículo 317 del CGP. 

 

 
Pero no lo es menos que durante ese plazo las partes han 

adelantado gestiones estrechamente vinculadas con la pretensión 

ejecutiva de pago, al punto que la señora Yudy Guerrero, ya 

notificada del mandamiento ejecutivo, ha hecho diferentes abonos 

a la obligación, como se demostró con los recibos visibles a folios 

37 a 47 del cuaderno principal, varios de ellos durante el año 

2013. Que se trata de pagos relacionados con la deuda a la que 

se refiere este proceso, lo revelan los distintos recibos y el “acuerdo 

de pago” mismo, en los que se identifica el juzgado que conoce de 

la ejecución y el nombre del ejecutante por lo que no puede abrirse 

discusión a este respecto. 

 

 
Desde esta perspectiva, no se puede afirmar, en modo alguno, que 

el proceso ha sido abandonado o que la parte ejecutante ha estado 

inactiva. Flaco servicio se le prestaría a la administración de justicia 

si se decretara el desistimiento tácito, pasando por alto que el 

acreedor ha ejercido su derecho y que una de las deudoras viene 

honrando su deber de prestación. No se olvide que por 
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mandato constitucional y legal, en las actuaciones judiciales debe 

prevalecer el derecho sustancial (C. Pol., art. 228; C.P.C., art. 4). 

 

 
Así las cosas, como cualquier actuación, de cualquier naturaleza, 

interrumpe el término de un año previsto para decretar el 

desistimiento tácito, no era viable proceder de este modo en la 

medida en que el último de los abonos realizado por la señora 

Guerrero a la obligación que es objeto de recaudo, tuvo lugar el 

30 de septiembre de 2013 (fl. 43). 

 

3. Por consiguiente, se revocará el auto apelado. 

 
 

DECISION 

 
 

Por lo anterior, el Tribunal Superior de Bogotá D.C., REVOCA el 

auto de 17 de octubre de 2013, proferido por el Juzgado 15 Civil del 

Circuito de la ciudad dentro del proceso de la referencia y, en su 

lugar, se dispone continuar con el trámite que legalmente 

corresponda. 

 
Sin costas en el recurso. 

 
 

NOTIFIQUESE, 

 
 

 
MARCO ANTONIO ÁLVAREZ GÓMEZ 

Magistrado 
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